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Señor (a) 

Juez Constitucional 

(Reparto) 

 

 

REFERENCIA: ACCIÓN DE TUTELA  

ACCIONANTE: MYRIAM NOCUA VALDERRAMA 

ACCIONADO: ALCALDIA DE DUITAMA y COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO 

CIVIL -CNSC-. 

 

 

MYRIAM NOCUA VALDERRAMA, mayor de edad; ciudadana identificada con cédula de 

ciudadanía 46.661.468 de Duitama, con domicilio en el municipio de  Duitama, por intermedio del 

presente escrito, comedidamente acudo ante su señoría en ejercicio del derecho que me confiere el 

artículo 86 de la Constitución Nacional y los derechos 2591 de 1991 y 306 de 1992, y demás normas 

concordantes, para promover ante su despacho ACCIÓN DE TUTELA, contra la ALCALDIA DE 

DUITAMA y la COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL, por los hechos que expresaré 

más adelante en la presente demanda, toda vez que existe una amenaza de vulneración inminente de 

mi derecho fundamental al debido proceso administrativo y judicial y por denegación de justicia 

oportuna (Art. 29 superior), lo que sustento con base en los siguientes: 

 

 

I. FUNDAMENTOS FÁCTICOS 

 

 

1. Inicié a laborar con la ALCALDIA DE DUITAMA, en adelante AD, el día 13 de junio de 1990  

y he laborado de manera ininterrumpida. 

 

2. Actualmente laboro en el empleo PROFESIONAL ESPECIALIZADO  Código: 22  Grado: 06  

adscrito a la  Secretaría de Infraestructura  

 

3.  La Comisión Nacional del Servicio Civil - CNSC, abrió el Proceso de Selección  Convocatoria 

N° 1137 a 1298 y 1300 a 1304 de 2019 agrupadas en el Proceso de Selección N° 1137 a 1298 y 

1300 a 1304 de 2019  la Comisión Nacional del Servicio Civil CNSC.  

 

4.  La AD y la Comisión Nacional del Servicio Civil, en adelante CNSC, como parte de un acto 

administrativo complejo “Por el cual se convoca y se establecen las reglas del Proceso de 

Selección, en la modalidad de Abierto, para proveer los empleos en vacancia definitiva 

pertenecientes al Sistema General de Carrera Administrativa de la planta de personal de la 

Alcaldía de  Duitama”, iniciaron el proceso  mediante Acuerdo No. CNSC - 20191000004936 

del 14 de mayo de 2019 mediante el cual se convoca y se establecen las reglas del Proceso de 

Selección para proveer los empleos en vacancia definitiva pertenecientes al Sistema General de 

Carrera Administrativa de la planta de personal de ALCALDÍA DE DUITAMA - BOYACÁ – 

Proceso de Selección No. 1170 – Territorial Boyacá, Cesar y Magdalena”, mediante el cual entre 

otros se convoca a concurso público de méritos el cargo que ocupa la suscrita, registrado en la 

oferta pública de empleos OPEC bajo el número OPEC: 34381 ROFESIONAL 

ESPECIALIZADO GRADO: 6 CÓDIGO: 222.  

 

5. Dicha convocatoria y su reglamentación puede ser consultada en el siguiente sitio web: 

https://historico.cnsc.gov.co/index.php/1137-a-1225-1227-a-1298-y-1300-a-1304-de-2019-

convocatoria-territorial-2019-boyaca-cesar-y-magdalena 

 

 

6. Realice la inscripción al concurso abierto de méritos referenciado en el numeral anterior  

mediante la denominación específica de  empleo: OPEC: 34381, CÓDIGO 222 Denominación: 

Profesional Especializado, Grado: 6  Nivel Profesional.   1. A efecto de adelantar el proceso de 

selección, la  COMISION NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL  contrato con  a la  

UNIVERSIDAD NACIONAL DE COLOMBIA mediante contrato de prestación de servicios 

https://historico.cnsc.gov.co/index.php/1137-a-1225-1227-a-1298-y-1300-a-1304-de-2019-convocatoria-territorial-2019-boyaca-cesar-y-magdalena
https://historico.cnsc.gov.co/index.php/1137-a-1225-1227-a-1298-y-1300-a-1304-de-2019-convocatoria-territorial-2019-boyaca-cesar-y-magdalena
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681 de 2020   

 

7. Pese a que participé del concurso en la perspectiva de acceder a la carrera administrativa y de 

evitar mi despido intentando posicionarme en los primeros lugares dentro de la lista de elegibles 

en el proceso de selección (segundo lugar); tal proceso en mi opinión ha estado viciado de 

ilegalidad, pero ni la AD ni la CNSC abrieron el espacio que ordena la Ley (CPACA Art. 8, Núm. 

8) para presentar mis apreciaciones y propuestas y/o advertir sobre las fallas antes de iniciar la 

Convocatoria respecto de las resoluciones que han modificado el manual de funciones, requisitos 

y competencias laborales ni sobre el acto administrativo complejo que aquellas integran respecto 

de la convocatoria a concurso, lo cual pone eventualmente en peligro la seguridad jurídica del 

cargo que ocuparía en periodo de prueba en caso de que como concursante sea nombrado en esa 

calidad por ocupar lugar con derecho a acceder a vacante. 

 

8. Actualmente, y debido a las omisiones anotadas en el numeral anterior, cursa una demanda de 

nulidad simple ante la Sección Segunda del Consejo de Estado,   actuación 

procesal110010325000202100209, en la cual además de la nulidad de los decretos municipales  

de  Duitama 448 del 15 de Noviembre de 2011, 533 del 29 de  Diciembre de 2011, 298 del 17 de 

junio de 2015, 547 del 28 de Noviembre de 2019, y del Acuerdo conjunto de la  CNSC  y el 

Municipio de  Duitama (20191000004936 del 14 de Mayo de 2019, todos los actos que integran 

el acto administrativo complejo , se solicitó como  MEDIDA CAUTELAR URGENTE, la 

suspensión del proceso de selección  1170 de 2019  “Territorial Boyacá,  Cesar y Magdalena”  

por emplear para su desarrollo  los decretos y acuerdos mencionados  por haber sido 

irregularmente expedidas. 

 

9. A la fecha no ha sido decidida la solicitud de medida cautelar solicitada dentro del proceso de 

nulidad, pese a que ya se admitió la demanda  y se  dio traslado a la  AD y CNS   de la medida 

cautelar como se puede observar en prueba adjunta. 

 

10. Las fases del concurso son las siguientes conforme al artículo 3 del acuerdo 245 de 2020: 

 

“ARTÍCULO 3. ESTRUCTURA DEL PROCESO DE SELECCIÓN. El presente proceso 

de selección tendrá las siguientes etapas: 

 

 Convocatoria y divulgación 

 Adquisición de Derechos de Participación e Inscripciones para el Proceso de 

Selección en la modalidad Abierto. 

 Verificación de Requisitos Mínimos, en adelante VRM, de los participantes 

inscritos en este proceso de selección. 

 Aplicación de pruebas a los participantes admitidos en este proceso de 

selección. 

 Conformación y adopción de las Listas de Elegibles para los empleos 

ofertados en este proceso de selección.” 

 

11. El proceso en su estado actual tiene pendiente únicamente declarar la firmeza de las listas de 

elegibles ya adoptadas. 

 

12. El proceso de selección convocado por la CNSC y la AD accionadas, está en la fase final y 

próximo a otorgar un derecho particular y concreto cuando se declare la firmeza de las listas de 

elegibles, que es lo único pendiente por realizar. 

 

 

II. PETICIONES 

 

Con fundamento en los anteriores hechos expuestos, elevo las siguientes peticiones: 

 

MEDIDA PROVISIONAL EN SEDE DE TUTELA 
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1. Ordenar a la AD y a la CNSC, se suspenda toda actuación relativa a declarar la firmeza de 

las listas de elegibles del proceso de selección mediante concurso, hasta tanto se emita el 

pronunciamiento respecto de la presente acción constitucional. 

 

PETICIONES DE FONDO 

 

1. Solicito respetuosamente y como mecanismo transitorio, ordenar a la AD y a la CNSC que 

suspendan el trámite de firmeza de las listas de elegibles del Proceso de Selección No. 1170 – 

Territorial Boyacá, Cesar y Magdalena”1421 de 2020 “, mientras en la vía ordinaria el Consejo de 

Estado se encarga de decidir lo correspondiente a las medidas cautelares solicitadas. 

 

2. Remitir informe de la decisión adoptada en sede de tutela, al trámite en la vía ordinaria ante 

el Consejo de Estado dentro del proceso de nulidad radicado110010325000202100209, demandante 

MYRIAM NOCUA VALDERRAMA, SINTRAMUNICIPIOS DE BOYACA, JORGE ENRIQUE 

MONROY NIÑO, demandado Alcaldía de  Duitama  y Comisión Nacional del Servicio Civil; a efecto 

de que en lo de su competencia adopte prontamente las medidas destinadas a decidir sobre las medidas 

cautelares del caso. 

 

 

III. NORMAS CONSTITUCIONALES VIOLADAS  

 

 

Artículos 1, 2, 13,29, 35, 53 y 125 de la Constitución Política de Colombia. 

 
IV. FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 

Fundo esta acción en lo preceptuado por el artículo 86 de la Constitución Política en 

concordancia con lo establecido en el preámbulo y los artículos de la Constitución Art. 1,2, 

5, 6, 11, 13, 21, 22, 25, 29, 35,40, 42, 43,44, 45, 48, 49, 50, 51, 52, 53, 54, 86, 125.150, 216, 

217, 218, 220, 222 entre otros de la Constitución Política consagratorio de los derechos 

fundamentales violados de la carta fundamental, Además los Decretos 2591 de 1991 y 306 

de 1992 y demás normas concordantes.  

 

PRINCIPIO DE FAVORABILIDAD:  

 

Art. 53 C. P. (…) La ley correspondiente tendrá en cuenta por lo menos los siguientes 

principios mínimos fundamentales (...) situación más favorable al trabajador en caso de duda 

en la aplicación e interpretación de las fuentes formales del Derecho, primacía de la realidad 

sobre formalidades establecidos por los sujetos de las relaciones laborales (...) 

PROCEDENCIA Y LEGITIMIDAD De acuerdo con lo anteriormente dicho y a la amplitud 

de jurisprudencias de las tres altas cortes, ya comentadas, y un sin número de jurisprudencias 

que no se aportan pero que existen, esta petición tiene procedencia de conformidad con lo 

establecido en los Art. 1,2,5,9 del Decreto 2591 de 1991, del Art. 86 de la Constitución 

Política, ya que solicito que se me garanticen los derechos AL TRABAJO DIGNO y al debido 

proceso, seguridad social, mínimo vital, vida digna, igualdad, oscilación, favorabilidad, 

principios de eficacia, universalidad, Equidad, Responsabilidad Financiera, Intangibilidad y 

solidaridad, Además a los principios de Solidaridad, de eficacia, universalidad, Igualdad, 

Equidad, Responsabilidad Financiera, Intangibilidad entre otros. 
 

 

V. CONCEPTO DE VIOLACIÓN 
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No basta simplemente con que exista la Rama Judicial y que ante ella se pueda acudir en cualquier 

momento. La Corte Constitucional, invocando criterios de la Corte Interamericana de Derechos 

Humanos ha señalado1 que la Justicia debe operar de manera expedita dentro de un tiempo razonable: 

 

“67. No obstante, con ocasión del caso Valle Jaramillo vs Colombia, el análisis del plazo 

razonable ha de incluir además, una reflexión posible sobre "la afectación actual que el 

procedimiento implica para los derechos y deberes" del procesado. Esto es, la situación 

jurídica de la persona, a fin de determinar el daño mayor o menor que el tiempo de 

tramitación del proceso causa, en la definición de una controversia. La citada 

providencia señaló: 

 

“El Tribunal considera pertinente precisar, además, que en dicho análisis 

de razonabilidad se debe tomar en cuenta la afectación generada por la 

duración del procedimiento en la situación jurídica de la persona 

involucrada en el mismo, considerando, entre otros elementos, la materia 

objeto de controversia. Si el paso del tiempo incide de manera relevante 

en la situación jurídica del individuo, resultará necesario que el 

procedimiento corra con más diligencia a fin de que el caso se resuelva en 

un tiempo breve”. (Resaltado fuera de texto). 

 

68.  Por consiguiente, en cada caso, con base en las pautas señaladas, deberá determinase 

si el plazo razonable se ha infringido debiéndose realizar un análisis global del 

procedimiento, que va más allá de evaluar los términos o los plazos, para ahondar en las 

características mismas del proceso, en cada caso particular. 

 

69. Así, es posible que el derecho a un debido proceso en un plazo razonable se lesione 

a causa del incumplimiento de los términos procesales. En estos eventos, la acción de 

tutela es procedente cuando “(i) el funcionario haya incurrido en mora judicial 

injustificada y que (ii) se esté ante la posibilidad de que se materialice un daño que 

genere un perjuicio que no pueda ser subsanado”.” 

 

Bajo la premisa indicada, en el presente caso tenemos que se cumplen los dos criterios de la siguiente 

manera: 

 

1. El funcionario haya incurrido en mora judicial injustificada. 

 

En el presente caso no se trata en principio de una mora por cuenta del Despacho que conoce del 

proceso, sino de una mora, que si bien está justificada en el volumen de trabajo, no puede terminar 

perjudicando al usuario del sistema de justicia. 

 

2. Se esté ante la posibilidad de que se materialice un daño que genere un perjuicio que no pueda ser 

subsanado. 

 

En el presente caso si no actúa el Juez constitucional o dicho de otra manera, de decidirse tardíamente 

la MEDIDA CAUTELAR en la vía ordinaria cuando ya haya cobrado firmeza de la resolución que 

estableció la lista de elegibles y por tanto genere derechos particulares y concretos, se causa un daño 

irreparable inmediato. La medida cautelar en ese escenario resultaría inaplicable conforme a la 

jurisprudencia por haber en disputa derechos particulares y concretos, sin dejar de lado que por esa 

misma razón la omisión puede ocasionar demandas de nulidad y restablecimiento del derecho en 

contra de los beneficiarios de listas de elegibles ilegalmente adoptadas por parte de quienes se sientan 

afectados por las mismas, pudiendo ser demandante o demandado quien aquí actúa por el daño 

potencial y particular inminente sobre  la suscrita, al cual se suma el daño abstracto al principio de 

mérito. 

 

Sea cual fuese la decisión del Consejo de Estado sobre las medidas cautelares urgentes y la suspensión 

provisional del proceso complejo de convocatoria a concurso, se hace necesario impedir que los actos 

                                                 
1Sentencia SU394 de 2016. 
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demandados, se empleen y con ellos avance el concurso sin que haya la decisión sobre la solicitud de 

MEDIDA CAUTELAR en la vía ordinaria. 

 

Permitir que se continúe el concurso sin el pronunciamiento sobre las medidas cautelares en la vía 

ordinaria, implica una evidente denegación de la justicia erga omnes, que afecta mi derecho a ser 

beneficiario de la misma, lo que cercena a su vez mi derecho fundamental al debido proceso 

administrativo y judicial, por razones de dilación injustificadas relacionadas con la congestión en el 

Consejo de Estado que no pueden terminar afectando mi derecho. 

 

De no adoptarse oportunamente la medida aquí solicitada de carácter transitorio mientras se decide 

la solicitud de medida cautelar en la vía ordinaria, simplemente se permitirá por omisión que el trámite 

judicial ordinario con todas sus vicisitudes, que terminan siendo un azar en cuanto al tiempo se refiere; 

sea el que defina si se actúa oportunamente o no con el consecuente riesgo de permitirse que aunque 

en la demanda la parte demandante tenga la razón, el tiempo necesario para que se le conceda, resulte 

en su perjuicio. 

 

Dejar de decidir en sede de tutela, puede terminar por afectar el principio de mérito constitucional en 

detrimento del derecho de los participantes a un proceso basado en la seguridad jurídica de los actos 

administrativos que integran el proceso - acto administrativo complejo. Los primeros de la lista de 

elegibles pueden quedar expuestos a riesgo antijurídico general, y eventualmente también de carácter 

particular si se demandara por un tercero o me viese obligada a ser demandante, si es que la firmeza 

de la resolución que estableció la lista de elegibles como fruto del acto administrativo complejo de 

convocatoria en que se basa el concurso, se materializara sin que se haya adoptado una decisión sobre 

la medida cautelar propuesta junto con la demanda. 

 

Finalmente, frente a la presente demanda de tutela puede o no otorgarse el amparo y ordenar la 

suspensión transitoria del proceso. Para decidir, deberá el Despacho valorar cuál decisión, si negativa 

o positiva, puede favorecer al propio ordenamiento en abstracto. En este caso dejar de conceder la 

medida, puede implicar el riesgo de que el proceso administrativo de concurso avance y emita un 

resultado final definitivo, aun cuando no se haya emitido pronunciamiento sobre la solicitud de 

medida cautelar. En el caso contrario, que se acceda a la solicitud, la misma tendría sólo vigencia en 

ausencia de la decisión definitiva de la jurisdicción contenciosa sobre la suspensión provisional 

solicitada, y evitaría el riesgo de que el proceso avance y supere la velocidad de la justicia ordinaria. 

 

El propio Consejo de Estado ha dicho sobre las medidas cautelares:  

 

“El marco general de las medidas cautelares descansa en el loci propuesto por 

Chiovenda según el cual: «el tiempo necesario para tener razón no debe causar daño a 

quien tiene razón»”2 

 

Por las razones anotadas, resulta más ajustado a la situación y menos lesivo del interés general 

conceder la medida transitoria o de fondo de la tutela, que negarla. 

 

 

REQUISITO DE SUBSIDIARIEDAD 

 

Debido a la lentitud por congestión judicial con que cursa la demanda de nulidad simple que pretende 

determinar la ilegalidad de los actos demandados, el tiempo estimado del trámite de la misma y en 

particular de las medidas cautelares urgentes y la suspensión provisional no tendrían ningún efecto si 

son posteriores a la adopción de firmeza de las listas de elegibles. De no adoptarse la medida 

deprecada en la presente tutela, se permitirá el riesgo innecesario de que se cause un perjuicio al 

debido proceso de todos los participantes del concurso incluyéndome, pues se permitiría que se 

finalice un proceso que no estuvo revestido de legalidad, pese a que tal legalidad está cuestionada 

judicialmente. 

 

                                                 
2Auto interlocutorio O-261-2018. 
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Pese a que la vía ordinaria se encuentra en curso, es incierta la fecha de su decisión sobre el trámite 

de las medidas cautelares. Mientras se surte el trámite en la vía ordinaria, no existe otro mecanismo 

distinto a la acción de tutela para conjurar la amenaza que entraña el que el proceso administrativo 

pueda finalizar con la firmeza de las listas de elegibles a voluntad de la accionada y de la CNSC, 

intentando escapar a la valoración del Juez Administrativo como juez natural de la causa. 

 

 

PERJUICIO IRREMEDIABLE 

 

Si en el presente caso el trámite en la vía judicial ordinaria llegara a tardar tanto que se permitiera que 

las accionadas pudieran efectuar tan rápidamente sus procesos, que alcanzaran a declarar la firmeza 

de la resolución de lista de elegibles, se causaría un daño irremediable, pues otorgaría derechos a unos 

candidatos y descartaría a otros con base en un proceso que emplea los actos administrativos 

demandados, que de resultar anulados sin detener el proceso de concurso previamente, 

potencialmente lesionarían a todos los interesados en el mismo generando un caos jurídico que puede 

conjurarse. 

 

EVIDENCIA DE LOS DERECHOS FUNDAMENTALES VULNERADOS: 

 

Con la expedición de dicho acuerdo “No. 0346 del 28 de noviembre de 2020” en plena época de 

pandemia, y con el pleito pendiente en el Honorable Consejo de Estado, donde se ven amenazados 

principalmente mi DERECHO AL TRABAJO, también se están vulnerando los siguientes derechos 

y principios generales del derecho. MÍNIMO VITAL, IGUALDAD, LEGALIDAD, DEBIDO 

PROCESO, SEGURIDAD SOCIAL, VIDA DIGNA, OSCILACIÓN, FAVORABILIDAD, 

PRINCIPIOS DE EFICACIA, UNIVERSALIDAD, EQUIDAD, RESPONSABILIDAD 

FINANCIERA, INTANGIBILIDAD Y SOLIDARIDAD. 

 

 

• DERECHO AL TRABAJO. 

 

El Art. 25 de la C. N. preceptúa: “EL trabajo es un derecho y una obligación social y goza, en todas 

sus modalidades, de la especial protección del Estado. Toda persona tiene derecho a un trabajo en 

condiciones dignas y justas.” El derecho al trabajo es una manifestación de la libertad del hombre y 

por tanto en último término tiene su fundamento en la dignidad de la persona humana. Esté conlleva 

el derecho a obtener un empleo, pero ello no quiere decir, que este derecho implica que existe una 

prestación u ofrecimiento necesario de trabajo a todo ciudadano que se halle en condiciones de 

realizarlo. Aparece únicamente bajo la virtualidad que le presta el principio de acceso a los cargos 

según el mérito, la capacidad, el conocimiento y el tiempo que lleven las personas ocupando un cargo. 

Es importante respetar su antigüedad y el conocimiento en cada área. 

 

Se encuentra plenamente probado la vulneración de nuestros derechos fundamentales y por la 

necesidad de su especial protección de los sujetos de derecho, es muy evidente que para mi persona 

y para toda la humanidad es evidente y por lo tanto cierto que existe una terrible epidemia en el 

mundo, que acaba con la vida de muchos seres humanos. También es cierto y evidente que el trabajo 

de nosotros los funcionarios es un derecho que merece especial protección por parte del estado y por 

lo tanto de los jueces, ya que con ello se está poniendo en peligro otros derechos como el derecho a 

la vivienda digna, el derecho a la educación propia y de nuestras familias, el derecho a la salud y otros 

derechos fundamentales amenazados. Además, existe una demanda de nulidad ante el Honorable 

Consejo de Estado, cuyo fallo puede ser favorable a nosotros los trabajadores, puesto que trata sobre 

el mismo tema no es que nosotros los trabajadores del Instituto Caro y Cuervo, nos sintamos 

incompetentes para presentar estos concursos y ganarlos, lo importante aquí son los argumentos 

expuestos en la acción de tutela, como son la imposibilidad para cumplir con los requisitos exigidos 

especialmente. 

 

Si bien cierto que  existen otros medios jurídicos para atacar este acto administrativo como la Acción 

de Nulidad y de Nulidad y Restablecimiento del Derecho, también es cierto que como bien se 

argumentó en renglones anteriores, la misma Corte dice: “Sin embargo, de manera excepcional y de 

conformidad con las particularidades del caso concreto, la solicitud de amparo será procedente si el 
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juez de tutela determina que (i) el titular de los derechos fundamentales invocados es un sujeto de 

especial protección constitucional; (ii) los medios ordinarios de defensa judicial no son idóneos para 

proteger los derechos presuntamente vulnerados; y, (iii) existe certeza sobre la ocurrencia de un 

perjuicio irremediable a los derechos fundaméntales si no se concede la acción de tutela como 

mecanismo transitorio de protección" 

 

 

• MINIMO VITAL. 

 

 

Con relación de la procedencia de la acción de Tutela cuando se viola el Mínimo Vital, la Corte 

Constitucional y el Consejo de Estado han estado de acuerdo, al respecto el Consejo de Estado ha 

dicho lo siguiente: 

 

- “ (..) La Jurisprudencia del Consejo de Estado, ha considerado como “mínimo vital”, el 

ingreso esencial, necesario e insustituible que requiere una persona para suplir sus 

necesidades básicas y poder mantener una subsistencia en condiciones de dignidad y justicia, 

para ella y su familia el cual no puede equipararse con la expresión “salario mínimo”, 

contenida en las normas laborales, pues éste tan sólo es el margen de la proporción mínima 

que debe pagarse atendiendo las condiciones allí establecidas. 

 

Por lo anterior, concluye la Sala que la especial y excepcional situación jurídica que se 

estudia, impide al actor que sea resuelta de manera pronta, la presunta vulneración de sus 

derechos fundamentales, quedando allanado a cumplir indefectiblemente una orden que 

eventualmente podría ser inconstitucional. Así las cosas, el único mecanismo judicial con que 

cuentan el actor para controvertir las citadas decisiones, es la acción de tutela (…)”3 

 

ACCION DE TUTELA – Es procedente ante la eventual vulneración al mínimo vital / 

DERECHO AL MINIMO VITAL – Su afectación puede causar un perjuicio irremediable La 

acción de tutela tiene como una de sus características esenciales, su subsidiariedad, razón por 

la cual es necesario efectuar un estudio sobre la procedencia de la misma. El decreto 2591 de 

1991, que regula la acción de tutela, es su artículo 6° establece: “ARTICULO 6o. 

CAUSALES DE IMPROCEDENCIA DE LA TUTELA. La acción de tutela no procederá: 

1. Cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquélla se utilice 

como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. La existencia de dichos 

medios será apreciada en concreto, en cuanto a su eficacia, atendiendo las circunstancias en 

que se encuentra el solicitante. “ (..) Considera la Sala que en el caso objeto de estudio, la 

acción de tutela es procedente toda vez que la eventual vulneración del derecho al mínimo 

vital podría causar un perjuicio irremediable para el actor y su familia, en su vida e integridad 

personal (...)” 4 

 

VIOLACIÓN DEL DERECHO A LA IGUALDAD. El Art. 13 de la C. N. preceptúa: “Todas 

las personas nacen libres e iguales ante la Ley, recibirán la misma protección y trato de las 

autoridades y gozarán de los mismos derechos, (...) la Constitución y la Ley disponen un trato 

prestacional igual el cual la administración le negó al actor al no acceder a otorgarle las 

prestaciones en igual forma que a sus semejantes. Con arreglo al principio de igualdad 

desaparecen los motivos de discriminación o preferencia entre las personas. Basta la 

condición de ser humano para merecer del Estado y de sus autoridades el pleno 

reconocimiento de la dignidad personal y la misma atención e igual protección otorgada a los 

demás. 

 

 LEGALIDAD. El principio de legalidad es un principio fundamental. Generalmente es 

reconocido en los ordenamientos supremos de los diferentes Estados; ello se debe a la 

                                                 
3 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, sección Primera. Consejero Ponente. Dr. Velilla, 

Moreno Marco Antonio. Radicado N° 73001-23-31-000-2008-00504-01, septiembre 10 de 2009. Bogotá D.C. 

4 Colombia, Corte Constitucional, Magistrado Ponente, Martínez, Caballero Alejandro, Sentencia T- 1088 de 

2000. Bogotá D.C. 



8 
 

 

relación de supra/subordinación entre los representantes del Estado y los gobernados en 

virtud de los cuales los primeros afectan la esfera jurídica de los segundos; esto es, el Estado 

al desplegar su actividad afecta los bienes y derechos del subordinado cuando se impone en 

el ejercicio del poder. El principio de legalidad está para intervenir en estas ocasiones, cuando 

no exista el apego debido a la legalidad por parte del Estado en la afectación al subordinado 

 

 DEBIDO PROCESO. El Art. 29 de CN, preceptúa: “El debido proceso se aplicará a toda 

clase de actuaciones judiciales y administrativas. (…)” El carácter fundamental del derecho 

al debido proceso, proviene de su estrecho vínculo, con el principio de legalidad al que deben 

ajustarse no solo las autoridades judiciales, sino también en adelante las administrativas en 

la definición de los derechos de los individuos. Es pues una defensa de los procedimientos, 

en especial de la posibilidad de ser oído y vencido en juicio, según la formula clásica o lo que 

es lo mismo de la posibilidad de ejercer el derecho a la defensa. El derecho al debido proceso 

comprende no solo la observancia de los pasos que la ley impone a los procesos judiciales y 

a los procesos y trámites administrativos, sino también el respeto a las formalidades propias 

de cada juicio, que se encuentran en general contenidas en los principios que los inspiran, el 

tipo de interés en litigio, las calidades de los jueces y funcionarios encargados de resolver. 

Sin lugar a duda, la norma Constitucional que establece el debido proceso, es una de las 

disposiciones de mayor trascendencia e importancia como quiera que consagra aquel 

conjunto de garantías, que contribuyen a mantener el orden social, la seguridad jurídica, la 

protección al ciudadano que se ve sometido a un proceso y que permite asegurarle pronta y 

cumplida administración de justicia a través de las formas esenciales de cada rito legal. 

 

SEGURIDAD SOCIAL.  

 

El Art. 48 de CN, preceptúa: La Seguridad Social es un servicio público de carácter 

obligatorio que se prestará bajo la dirección, coordinación y control del Estado, en sujeción 

a los principios de eficiencia, universalidad y solidaridad, en los términos que establezca la 

Ley. (…)” La fundamentalidad de un derecho constitucional, no depende solamente de la 

naturaleza del derecho, sino también de las circunstancias del caso.  

 

- La vida, la integridad física, la libertad son derechos fundamentales dado su carácter 

inalienable. En cambio, la seguridad social es un derecho constitucional desarrollado en la 

ley que, en principio no ostenta el rango de fundamental, salvo que las circunstancias 

concretas permitan atribuirle esta connotación por su importancia imprescindible para la 

vigencia de otros derechos fundamentales. La seguridad social es un derecho irrenunciable 

por que hace parte de la condición humana, va incorporado a la esencia del hombre, porque 

solo se predica de la existencia del ser humano y es fundamental para que él pueda 

desarrollarse dentro del ámbito social. 

 

 VIDA DIGNA.  

 

El Art. 48 de CN, preceptúa: “El derecho a la vida es inviolable. (…)” La protection de los 

derechos a la vida y a la integridad personal, responsabilidad esencial del Estado. Es 

obligación primaria de las autoridades, la de proteger a todas las personas residentes en 

Colombia en sus vidas y en sus demás derechos, entre ellos el de la integridad personal, tal 

como lo proclama el artículo 2 de la Constitución Política de Colombia. Allí radica en gran 

parte la justificación de la existencia y actividad del Estado, por cuanto seria nulo todo 

esfuerzo por sostenes la vigencia de un conjunto de instituciones sin el presupuesto 

indispensable de que los organismos existentes gozan de la capacidad necesaria para poner a 

salvo los demás elementales derechos de toda persona. De lo anterior que la Honorable Corte 

Constitucional se haya pronunciado en varias oportunidades por ello me permito traer uno de 

sus principales pronunciamientos, dice: “En reiterada jurisprudencia, esta Corporación ha 

sostenido que el derecho constitucional fundamental a la vida no significa la simple 

posibilidad de existir sin tener en cuenta las condiciones en que ello se haga, sino que, por el 

contrario, supone la garantía de una existencia digna, que implica para el individuo la mayor 

posibilidad de despliegue de sus facultades corporales y espirituales, de manera que cualquier 

circunstancia que impida el desarrollo normal de la persona, siendo evitable de alguna 
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manera, compromete el derecho consagrado en el artículo 11 de la Constitución. Así, no 

solamente aquellas actuaciones u omisiones que conducen a la extinción de la persona como 

tal, o que la ponen en peligro de desaparecer son contrarias a la referida disposición superior, 

sino también todas las circunstancias que incomodan su existencia hasta el punto de hacerla 

insoportable. Una de Ella, ha dicho la Corte, es el dolor cuando puede evitarse o suprimirse, 

cuya extensión injustificada no amenaza, sino que vulnera efectivamente la vida de la 

persona, entendida como el derecho a una existencia digna. También quebranta esta garantía 

constitucional el someter a un individuo a un estado fuera de lo normal con respecto a los 

demás, cuando puede ser como ellos y la consecución de ese estado se encuentra en manos 

de otros; con más veras cuando ello puede alcanzarlo el Estado, principal obligado a 

establecer condiciones de bienestar para sus asociados. (..)” 3 El derecho a la vida como 

supremo derecho fundamental, es el soporte sobre el cual se desarrollan los demás derechos 

y su efectiva protección corresponde a la plena vigencia de los fines del Estado Social de 

Derecho. 

 

VI. JURAMENTO 

 

Bajo la gravedad del juramento, en cumplimiento del inciso segundo del artículo 37 del Decreto 2591 

de 1992, manifiesto que no he intentado ninguna otra acción de tutela sobre los mismos hechos, 

derechos ni con las mismas pretensiones. 

 

VII. PRUEBAS 

 

 DOCUMENTALES: 

  

Acompaño para sustentar los hechos fundamento de esta petición las siguientes: 

 

1. Fotocopia de la cédula de ciudadanía de la suscrita. 

 

2. Copia del acta de posesión en mi cargo. 

 

3. Copia de mi registro en el concurso. 

 

4. Copia del correo de radicación de demanda del pasado 24 de julio de 2021. 

 

5. Copia de la demanda radicada y de la solicitud de medida cautelar. 

 

6. Copia del auto admisorio de demanda 

 

7. Copia del auto de traslado de las medidas cautelares. 

 

 

VIII. NOTIFICACIONES 

 

 

LA PARTE DEMANDANTE: 

 

La suscrita accionante MYRIAM NOCUA VALDERRAMA identificada con C.C. No. 46.661.468 

de Duitama, recibirá notificaciones en la Calle 15  No 42-30  Conjunto Residencial  Villa  Zulima, 

correo electrónico  myriamunad@hotmail.com 

 

 

LA PARTE DEMANDADA: 

 

La  Alcaldía de  Duitama recibirá notificaciones en el edificio Centro Administrativo Cra 15 Nro 15-

15 Plaza de los Libertadores correo electrónico notificacionesjudiciales@duitama-boyaca.gov.co 

mailto:myriamunad@hotmail.com
mailto:notificacionesjudiciales@duitama-boyaca.gov.co
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La CNSC recibirá notificaciones en la Carrera 12 No 97- 80, Piso 5 - Bogotá D.C., o a la dirección 

de correo electrónico notificacionesjudiciales@cnsc.gov.co. 

 

INTERVINIENTES: 

 

El Ministerio Público: En este proceso está representado por la Procuraduría Delegada ante su 

despacho, quien deberá ser notificado en la Carrera 5 # 15-80 de la ciudad de Bogotá, o al correo 

electrónico de conocimiento del Despacho para la Procuraduría Delegada correspondiente. 

 

LA ANDJE, ubicada en la carrera 7 No.75-66 piso 2º y 3º de esta ciudad, o a los correos electrónicos 

de la entidad ANDJE: tutelasnacionales@defensajuridica.gov.co 

 

Atentamente, 

 

 

 

 

MYRIAM NOCUA VALDERRAMA  

C.C. Nro. 46.661.468  de  Duitama. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

mailto:notificacionesjudiciales@cnsc.gov.co
mailto:procesosjudiciales@procuraduria.gov.co
mailto:tutelasnacionales@defensajuridica.gov.co
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